///12 IF  = 12 "las firmas" "" \* MERGEFORMAT 
las firmas


12

A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 8 de julio de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Soria, Genoud, de Lázzari, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa P. 99.549, "A. , J.M. . Recurso de casación".
A N T E C E D E N T E S

La Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires rechazó, con costas, el recurso homónimo interpuesto por la defensa de J. M. A. contra la sentencia del Tribunal en lo Criminal nº 4 del Departamento Judicial de La Matanza que lo condenó a la pena de diecinueve años de prisión, accesorias legales y costas, por ser autor responsable de los delitos de rapto, en concurso real con abuso sexual, en concurso real con robo simple en grado de conato (primer hecho); robo simple en concurso real con abuso sexual con acceso carnal, en concurso real con rapto (segundo hecho); robo agravado por uso de armas en concurso real con abuso sexual con acceso carnal en tres oportunidades, y una en grado de tentativa, todos ellos en concurso real con rapto (tercer hecho); y todos concursando, a su vez, materialmente entre sí.

El señor Defensor Oficial ante ese Tribunal, interpuso recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, el que fue concedido por esta Corte (fs. 101/102).

Oído el señor Subprocurador General, presentada la memoria que autoriza el art. 487 del Código Procesal Penal, dictada la providencia de autos, y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto?

V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

1. La Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires rechazó, con costas, el recurso homónimo interpuesto por la defensa de J. M. A. contra la sentencia del Tribunal en lo Criminal nº 4 del Departamento Judicial de La Matanza que lo condenó a la pena de diecinueve años de prisión, accesorias legales y costas, por ser autor responsable de los delitos de rapto, en concurso real con abuso sexual, en concurso real con robo simple en grado de conato (primer hecho); robo simple en concurso real con abuso sexual con acceso carnal, en concurso real con rapto (segundo hecho); robo agravado por uso de armas en concurso real con abuso sexual con acceso carnal en tres oportunidades, y una en grado de tentativa, todos ellos en concurso real con rapto (tercer hecho); y todos concursando, a su vez, materialmente entre sí (fs. 58/70 vta.).

2. El señor Defensor Oficial ante ese tribunal interpuso recurso de inaplicabilidad de ley (fs. 82/92). En primer lugar, abogó por su admisibilidad en razón de la materia federal que adujo involucrada con sustento en la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación in re "S. " y "D.  M. ", pese a no esgrimir planteos de índole sustantiva (cf. doctr. art. 494, C.P.P.), siendo con ese alcance concedido (fs. 101/102).

En lo que hace al fondo del asunto, denunció "violación al debido proceso, a la defensa en juicio (art. 18 C.N.) por arbitrariedad en la resolución" (fs. 86), pues el tribunal intermedio "mediante una interpretación excesivamente rigurosa y perversa del código adjetivo se sustra[jo] al conocimiento de cuestiones para las cuales la ley le otorga competencia" (fs. 90). 

En ese sentido, afirmó que "concedido el recurso de casación, la Sra. Defensora Oficial adjunta ante el Tribunal de Casación mantuvo el recurso deducido y en virtud de lo normado por el art. 435 del CPP añadió dos agravios más" referidos a la errónea aplicación de los arts. 55 y 130 del Código Penal, y a la arbitraria aplicación de circunstancias agravantes (fs. 82 vta.); pero el tribunal intermedio "resolvió no tratarlos por extemporáneos" (fs. 83), en función de la doctrina del art. 451 del Código Procesal Penal, cuando tenía jurisdicción para resolverlos, porque su intervención resultaba posible merced a lo dispuesto en el art. 435 ibídem que, al consagrar el principio que veda la reformatio in peius, admite expresamente que ese órgano revisor pueda conocer "más allá de los motivos de agravio cuando eso permita mejorar la situación del imputado" (fs. 89 vta.). Y si el tribunal puede entender más allá del thema decidendum "de oficio", con más razón puede hacerlo cuando sea la propia defensa la que lo reclama (fs. 90).

Expresó también en el recurso -y en la memoria presentada a fs. 110/112- que si la necesidad de brindarle al recurso su máxima capacidad de rendimiento impone el deber de revisar todo aquello que no deviene propio de la inmediatez y la inmediación del debate, ese deber de la jurisdicción se proyecta a las cuestiones planteadas de manera adecuada al tribunal revisor en el trámite del recurso, tanto más cuando el agravio encierra una típica cuestión federal, con cita de los precedentes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en las causas "C. ", "M.  A. ", "V. " y "Z. ".

3. A fs. 105/107 vta. dictaminó el señor Subprocurador General propiciando el rechazo del remedio intentado.

4. El agravio no puede ser atendido.

Es sabido que el art. 451 del ritual marca como límite temporal para expresar los motivos de casación el de interposición del recurso. Una vez vencido ese término "el recurrente no podrá invocar otros motivos distintos".

Las posteriores ocasiones procesales, como la audiencia de informes prevista en el art. 458 del Código Procesal Penal, están contempladas para que la parte complete, con argumentos, citas legales, doctrinarias o jurisprudenciales, el planteo originario del recurso, sin que quepa ampliar el espectro del material sobre el cual el Tribunal de Casación debe ejercer su control de legalidad.

Estos artículos establecen el cumplimiento de mínimos requisitos para el ejercicio del derecho a la revisión del fallo condenatorio por un tribunal superior (art. 8.2.h, C.A.D.H.), y en ello no se advierte irrazonabilidad alguna máxime cuando no se ha demostrado que tales previsiones pudieran eventualmente conducir a su frustración, tal como se postula. De allí que el argumento sobre la supuesta vulneración al derecho a recurrir que le asiste al imputado con el alcance emergente de la doctrina del caso "Casal" (C.S.J.N., Fallos 328:3399), entre otros que cita, no permite sortear el cumplimiento de los referidos recaudos procesales. Al contrario, es preciso el adecuado sometimiento de las cuestiones cuya revisión se pretende por parte del órgano casatorio para que opere en plenitud aquél derecho.

Puesta la mirada del lado del tribunal de casación penal, otras son las normas que gobierna su competencia revisora. Si bien (y tal como lo ha resuelto esta Corte en la causa P. 94.681, sent. de 13-XII-2006), el art. 434 del Código de Procedimiento Penal (t.o., según ley 11.922 y sus modif.) determina el alcance de la competencia del tribunal de alzada "a los puntos de la resolución a que se refieren los motivos de los agravios", entendiéndose por tales los articulados en las oportunidades indicadas (arts. 451 y 458 cit.), también ofrece al tribunal la posibilidad de conocer "más allá de los motivos de agravio cuando eso permita mejorar la situación del imputado" (art. 435, C.P.P. cit.), o frente a la existencia de una causal de nulidad absoluta (cf. doctr. art. 434 cit.).

La atribución del órgano jurisdiccional de expedirse sobre planteos no formulados por las partes o expuestos intempestivamente que permitan mejorar la situación del imputado no priva de operatividad a la previsión legal preclusiva antes indicada dirigida al impugnante. De otra parte, el tribunal intermedio no debe incurrir en rigorismos extremos en oportunidad de ponderar si se trata de un «agravio novedoso» (y, por ende, extemporáneo) o la mejora de uno suficientemente formulado. Entonces, corroborada esta circunstancia, podrá ser correcto afirmar que el tribunal intermedio "mediante una interpretación excesivamente rigurosa del código adjetivo" se ha sustraído al conocimiento de cuestiones propias de su competencia, como señala el recurrente.

Sin embargo, no tiene ese alcance el agravio esgrimido por el impugnante, quien parte de la base de que "la señora Defensora Adjunta de Casación, planteó agravios que iban más allá de los motivos originarios" (fs. 90). Desde ese atalaya, es evidente que no hubo una situación de rigorismo extremo por parte del tribunal del recurso que permita concluir en la tacha de arbitrariedad que postula.

Por ello, voto por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:

Adhiero al voto del doctor Soria.

En las causas P. 98.419, sent. del 16-IV-2008 y P. 95.851, sent. del 14-V-2008, he sostenido que el último párrafo del apartado cuarto del art. 451 del ritual marca el límite temporal para expresar los motivos de casación: hasta la interposición del recurso. Una vez vencido ese término "el recurrente no podrá invocar otros motivos distintos".

Las posteriores ocasiones procesales (como las previstas en el art. 458, C.P.P.) están contempladas para que la parte complete, con argumentos y citas legales, el planteo originario del recurso, sin que quepa ampliar el espectro del material sobre el cual el Tribunal de Casación debe ejercer su control de legalidad.

En el caso, la circunstancia de que el agravio en cuestión haya sido formulado en una etapa del procedimiento posterior, esto es al presentar la nota que prevé el art. 458 del Código ritual, no modifica lo expuesto.

En ese entendimiento, le asiste razón al Tribunal recurrido en cuanto a que los novedosos planteos expuestos en el memorial de fs. 49/51 resultan inadmisibles por extemporáneos (doctr. art. 451, tercer párrafo, C.P.P.; conf. P. 78.901, sent. del 7-XI-2001; P. 75.534, sent. del 21-XI-2001; P. 77.329, sent. del 10-IX-2003; P. 81.725, sent. del 16-IX-2003; P. 83.841, sent. del 9-X-2003; P. 89.368, sent. del 22-XII-2004; e.o.).

Tampoco modifica la cuestión la disposición del art. 435 primer párrafo del rito por cuanto que el órgano jurisdiccional interviniente tenga la facultad de abordar un agravio para mejorar la situación del imputado no quiere decir que esté obligado a hacerlo. De manera que resulta infundada la afirmación del recurrente de que el Tribunal de Casación Penal incurrió en arbitrariedad al sustraerse del conocimiento de cuestiones para las cuales la ley otorga competencia.

Por otra parte, respecto a los precedentes de la Corte Suprema de Justicia nacional que invoca el recurrente en el recurso y en la presentación de fs. 110/112 (art. 487 del C.P.P.), se ha resuelto en la causa P. 98.419 antes citada que tanto en la causa "V. " como en "Z. ", el Superior Tribunal hizo suyos los argumentos del dictamen del Procurador Fiscal en cuanto a que -en una situación análoga a la de autos- revistiendo los agravios llevados por el recurrente ante el Superior Tribunal de Provincia de un "inexcusable carácter federal-en lo que respecta a la doble instancia ... la vía planteada por la defensa ha sido incorrectamente denegada por la superior instancia local" motivo por el cual se descalificó como acto jurisdiccional válido el fallo impugnado -que había desestimado el recurso de inaplicabilidad de ley por resultar inadmisible conforme la regulación del art. 494 del rito-.

En el sub lite, la vía planteada lejos de ser denegada le fue franqueada en atención a los agravios federales planteados, siéndole concedido, por fuera de los supuestos de admisibilidad del art. 494 citado, el presente recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (v. fs. 101/102). Cosa distinta es la procedencia de dicha vía impugnatoria extraordinaria que, justamente, constituye la materia del recurso en trato.

Finalmente, respecto de lo resuelto por el Superior Tribunal de la Nación en el precedente "C. " del 20 de septiembre de 2005 (Fallos 328:3399), no surge de su contenido que se haya derogado -aun de manera implícita- las normas adjetivas que reglamentan la oportunidad procesal para introducir los agravios ante las instancias revisoras, y al fijar la doctrina de la capacidad de revisión o del máximo rendimiento lo hizo en función de la profundidad de la revisión, mas no respecto de la extensión de los agravios llevados, obligando a los tribunales intermedios a revisar aspectos consentidos por las partes o remediando   -fuera de los supuestos de indefensión del imputado- las omisiones de las partes.

En este sentido, también he sostenido en P. 95.851 que, la Corte Suprema de Justicia de la Nación el 1 de abril de 2008 en "D. ", 1624 XLI, ha resuelto en una situación asimilable, que la cita de dicho precedente "no exime de cumplir con tal recaudo [(tempestividad)] sino que [...], lo torna aún más exigible, pues mal puede afirmarse un menoscabo al derecho de obtener una revisión de la condena en relación a un aspecto que la misma parte no sometió al examen del tribunal de instancia superior". 

Voto por la negativa.

El señor Juez doctor de Lázzari, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Genoud, voto la cuestión planteada también por la negativa.
A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:

Adhiero al voto del Juez Soria y a las consideraciones adicionales formuladas por el Juez Genoud.

Voto por la negativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, se resuelve rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto, con costas (art. 496, C.P.P.).

Regístrese, notifíquese y devuélvase.
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